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Cuestionario 
La Normatividad de la Constitución 

 
1. ¿Contiene la Constitución alguna disposición que defina su rango normativo y 

eficacia jurídica? ¿Cuál es el valor jurídico de la Constitución? 
 

El art. 133 de la Constitución mexicana establece: 
 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente 
de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los 
jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados”. 
 

El art. 136 dispone: 
 

“Esta Constitución no perderá su fuerza y vigor, aun cuando por alguna rebelión se 
interrumpa su observancia. En caso de que por cualquier trastorno público, se establezca 
un gobierno contrario a los principios que ella sanciona, tan luego como el pueblo recobre 
su libertad, se restablecerá su observancia, y con arreglo a ella y a las leyes que en su virtud 
se hubieren expedido, serán juzgados, así los que hubieren figurado en el gobierno 
emanado de la rebelión, como los que hubieren cooperado a ésta”. 
 

En cuanto al valor jurídico de la Constitución mexicana, cabe precisar que ésta 
emana del pueblo como titular de la soberanía. Inclusive, en ella se señala 
expresamente que “todo poder público dimana del pueblo y se instituye para 
beneficio de éste (art. 39). En este sentido, la Constitución —que aspira a 
permanecer en el tiempo y que para ser reformada requiere de un 
procedimiento más rígido que el ordinario previsto por la misma Constitución 
para las leyes emanadas del Congreso de la Unión— es la norma fundamental, 
la norma superior de todo el ordenamiento jurídico mexicano con la cual todas 
las normas deben estar conformes o no contradecirla para ser válidas, y por la 
cual se crean y regulan los poderes e instituciones públicas, —incluyendo 
aquéllos de los que emanan todas las demás normas— se definen sus 
atribuciones y se establecen sus límites, y se reconoce el ámbito de libertades y 
derechos fundamentales. Además, es la Constitución la que define el sistema de 
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fuentes formales del derecho mexicano y los mecanismos judiciales para velar 
por esa supremacía constitucional, así como por el cumplimiento de los 
preceptos contenidos en ella, los cuales deben ser respetados también por todos 
los ciudadanos. 
 

2. ¿Establece la Constitución expresa o implícitamente alguna diferenciación de 
grados de eficacia entre distintos tipos de normas constitucionales (valores, 
principios, derechos, poderes, garantías, entre otros)? De ser afirmativo, 
identifique los supuestos y explique brevemente su fundamento. 
 

No se establece esa diferenciación. Sin embargo, es posible encontrar 
expresamente en la Constitución, la enumeración de principios aplicables a 
determinados temas, como el electoral (art. 41), indígena (art. 2º), carrera 
judicial (art. 100), derechos humanos (art. 1º), acceso a la información (art. 6º), 
proceso penal (art. 20), fiscalización (art. 79), etc. También podemos encontrar 
referencias expresas a bases, también aplicables a temas específicos, como el 
acceso a la información (art. 6º), Sistema Nacional de Seguridad Pública (art. 21), 
elecciones para renovar a los poderes Legislativo y Ejecutivo (art. 41), elección 
de diputados federales por el principio de representación proporcional (art. 54), 
amparo (art. 107), organización del municipio (art. 115), etc. La Constitución 
distingue también entre derechos humanos y sus garantías, las cuales son los 
instrumentos jurídicos que tienen como fin la protección de tales derechos. 
 

3. ¿Establece la Constitución tipos de normas legislativas que la complementen o 
desarrollen? ¿Se requiere de un procedimiento agravado para su adopción? 
Identifique esas normas y explique su funcionamiento. 

 

No 
 

4. ¿Cuál es el valor jurídico y la jerarquía que la Constitución asigna a los tratados 
y convenciones internacionales, especialmente a las que tratan sobre derechos 
humanos? 

 

En cuanto a los tratados internacionales, el artículo 133 estipula que: 
 

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 
Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente 
de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. …”. 

 

En cuanto a los tratados sobre derechos humanos, el Ministro Silva Meza ha 
expresado que “los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados de derechos humanos a partir de la reforma de dos mil once gozan de 
la misma eficacia normativa que la Norma Suprema, de conformidad 
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precisamente con el artículo 1º constitucional”,1 cuyos primeros dos párrafos 
señalan:  

 

 “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
 reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
 Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
 restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
 establece. 
 

 Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
 Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 
 a las personas la protección más amplia”. 
 

5. ¿Contiene la Constitución normas expresas o implícitas que establezcan la 
sujeción de los poderes públicos y el resto de los órganos estatales a la 
Constitución? Identifique y describa esas normas. 

 

La Constitución establece normas expresas e implícitas al respecto.  
 

En cuanto a las disposiciones expresas, tenemos que los párrafos segundo y 
tercero del artículo 108 constitucional señalan: 
 

 “El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado 
 por traición a la patria y delitos graves del orden común. 
 

 “Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales, los 
 Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros 
 de los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta 
 Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y recursos 
 federales”. 

 

Asimismo, los tres primeros párrafos del artículo 110 constitucional señalan: 
 

“Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Judicatura 
Federal, los Secretarios de Despacho, los diputados a la Asamblea del Distrito Federal, el 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General de la República, el Procurador 
General de Justicia del Distrito Federal, los magistrados de Circuito y jueces de Distrito, los 
magistrados y jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura 
del Distrito Federal, el consejero Presidente, los consejeros electorales, y el secretario 
ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los magistrados del Tribunal Electoral, los 
directores generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y 
fideicomisos públicos. 

                                                        
1 Versión taquigráfica de la sesión pública ordinaria del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, celebrada el lunes 2 de 
septiembre de 2013, disponible en: https://www.scjn.gob.mx/PLENO/ver taquigraficas/02092013PO.pdf, al 14 de noviembre de 
2013. 

https://www.scjn.gob.mx/PLENO/ver_taquigraficas/02092013PO.pdf
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Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judicaturas 
Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este título por 
violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como 
por el manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la resolución será 
únicamente declarativa y se comunicará a las Legislaturas Locales para que, en ejercicio de 
sus atribuciones, procedan como corresponda. 
 

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público y en su inhabilitación para 
desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio 
público”. 

 

Por lo que hace a las normas implícitas, además de lo previsto en los primeros 
tres párrafos del artículo 1º constitucional anteriormente transcrito, el artículo 
128 señala: 

 

 “Todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de tomar posesión de su encargo, 
 prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que  de ella emanen”. 
 

 El término “guardar” se utiliza en su acepción de respetar y hacer acatar. 
 Respecto del presidente de la República y de los ministros de la Suprema 
 Corte, existe en la Constitución textos específicos que deben solemnemente 
 prestar al tomar protesta ante el Congreso de la Unión y la Cámara de 
 Senadores, respectivamente. 
 

 El primer párrafo del artículo 87 constitucional establece: 
 

“El Presidente, al tomar posesión de su cargo, prestará ante el Congreso de la Unión o 
 ante la Comisión Permanente, en los recesos de aquél, la siguiente protesta: "Protesto 
 guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las 
 leyes que de ella emanen, y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Presidente de 
 la República que el pueblo me ha conferido, mirando en todo por el bien y prosperidad de 
 la Unión; y si así no lo hiciere que la Nación me lo demande." 
 

 Asimismo, la última parte del art. 97 dispone: 
 

“Cada Ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer su encargo, protestará 
ante el Senado, en la siguiente forma: 
 
Presidente: “¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que se os ha conferido y guardar y hacer guardar 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, 
mirando en todo por el bien y prosperidad de la Unión?” 
 

Ministro: “Sí protesto” 
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Presidente: “Si no lo hiciereis así, la Nación os lo demande”. 
 

Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito protestarán ante la Suprema Corte de 
Justicia y el Consejo de la Judicatura Federal”. 

 

Cabe mencionar también el principio de legalidad previsto en la Constitución, el 
cual se desprende del párrafo segundo del artículo 14 y del párrafo primero del 
artículo 16, los cuales señalan, respectivamente: 
 

 “Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 
 mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
 cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas 
 con anterioridad al hecho”. 

 … 
 “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino 
 en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la 
 causa legal del procedimiento”. 

 

6. ¿Existe alguna disposición, práctica institucional o costumbre constitucional 
que permita a los poderes políticos interpretar la Constitución? De ser éste el 
caso, ¿cuál sería la eficacia vinculante de esas denominadas “convenciones 
constitucionales”? 

 

Lo que prevé nuestra Constitución en su art. 1º, párrafos segundo y tercero, 
después de la reforma de junio de 2011, es: 
 

 “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
 Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 
 a las personas la protección más amplia”. 

 

 “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
 promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
 principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
 consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 
 los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. 

 
 
 
 
 

7. ¿Impone la Constitución el deber de los ciudadanos de respetarla? ¿Reconoce 
la Constitución la eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones 
entre particulares? Explique su fundamento. 

 

El art. 31 de la Constitución, el cual enumera las obligaciones de los mexicanos, 
no incluye el deber de respetar la Constitución. Este deber no se consagra de 
manera expresa en ninguna parte de la Constitución, aunque sí de manera 
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implícita. Ello se desprende del artículo 136 antes transcrito, y del artículo 10 
transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de 
febrero de 1917,  que dispone: 

 

 “Los que hubieren figurado en el Gobierno emanado de la rebelión, contra el legítimo de 
 la República, o cooperado a aquélla, combatiendo después con  las armas en la mano, o 
 sirviendo empleos o cargos de las facciones que han atacado al Gobierno 
 Constitucionalista, serán juzgados por las leyes vigentes, siempre que no hubieren sido 
 indultados por éste”. 
 

 Dos normas complementan este principio: el artículo 17, que dispone que 
 ninguna persona puede hacerse justicia por sí misma, y el artículo 27, fracción I, 
 respecto de los extranjeros, la cual los conmina a considerarse nacionales 
 respecto de los inmuebles que adquieran dentro de territorio nacional. 
 

 Cabe mencionar que las Siete Leyes de 1836 disponían como obligación de los 
 mexicanos “observar la Constitución y las leyes u obedecer a las autoridades” 
 (art. 3º, fr. I); respecto de los extranjeros, determinaban que estaban obligados 
 a sujetarse a las leyes del país en los casos que puedan corresponderles (art. 
 12). Posteriormente, en lo que se refiere a los mexicanos, se reiteró esa misma 
 obligación tanto en el proyecto de 1840 (art. 10, fr. I) como en las bases de 
 1843 (art. 8º). 
 

 La presentación expresa de este principio desapareció en el proyecto de 1856 y 
 desde entonces se desprende de la naturaleza imperativa de la propia 
 Constitución. 
 

 En cuanto a la eficacia de los derechos humanos entre particulares, la 
 Constitución no se refiere expresamente a que el amparo, llamado también 
 juicio de derechos fundamentales, procede en contra de particulares. Sin 
 embargo, el artículo 5, fracción II, en su segundo párrafo establece: 
 

“Para los efectos de esta Ley, los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable 
cuando realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten derechos en los términos 
de esta fracción, y cuyas funciones estén determinadas por una norma general”. 

  

8. ¿Cuál es el mecanismo vigente de reforma constitucional? ¿Se requieren para 
la reforma constitucional mayorías agravadas o procedimientos especiales en 
comparación del procedimiento ordinario de producción legislativa? ¿Se 
establece alguna diferenciación entre distintas normas constitucionales para 
su modificación? Identifique las normas y explique su funcionamiento. 

 

El art. 135 constitucional señala: 
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 “La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o 
 reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la Unión, por el 
 voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas o 
 adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados.  
 

 El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente en su caso, harán el  cómputo de los 
 votos de las Legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o 
 reformas”. 
 

9. ¿Contiene la Constitución normas inderogables o inmodificables (las 
denominadas cláusulas pétreas)? ¿Cuál es el alcance territorial de la eficacia de 
la Constitución? Explique. 

 

La Constitución no prevé normas inderogables o inmodificables. Al respecto, el 
art. 39 constitucional señala: 

 

“La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público 
dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el 
inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno”. 

 

 El art. 40 establece: 
 

“Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, 
democrática, laica, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo 
concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental”. 

 

10. ¿Existen normas constitucionales de aplicación exclusiva a determinados 
ámbitos territoriales en el Estado? ¿Cuál es el alcance territorial de la eficacia 
de la Constitución? Explique. 
 

El artículo primero de la Constitución establece que “En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece.” 

 

Asimismo, su artículo 42 establece: 
 

El territorio nacional comprende:  
 
I.  El de las partes integrantes de la Federación;  
II.  El de las islas, incluyendo los arrecifes y cayos en los mares adyacentes;  
III.  El de las islas de Guadalupe y las de Revillagigedo situadas en el Océano   
  Pacífico;  
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IV.  La plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas, cayos y   
  arrecifes;  
V.  Las aguas de los mares territoriales en la extensión y términos que fija el   
  Derecho Internacional y las marítimas interiores;  
VI. El espacio situado sobre el territorio nacional, con la extensión y  modalidades que 
 establezca el propio Derecho Internacional. 

 

Respecto a normas constitucionales de aplicación exclusiva a determinados 
ámbitos territoriales en el Estado, el artículo 115 de la Constitución establece 
que “los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, popular, tendiendo como base de su división 
territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre”. Esta 
misma disposición establece también las facultades y forma de administración 
de los municipios, otorgándoles autonomía en la administración de su hacienda, 
reservándoles atribuciones y administración de ciertos servicios públicos, y 
otorgándoles facultades dentro de su territorio. 

 

11. ¿Consagra la Constitución mecanismos de garantía jurisdiccional? ¿El control 
jurisdiccional de la Constitución es concentrado, difuso o mixto? Explique su 
funcionamiento. 

 

Los mecanismos jurisdiccionales que la Constitución prevé para salvaguardarse 
a sí misma son: la acción de inconstitucionalidad, el amparo y  la controversia 
constitucional. 
 

●  Acción de inconstitucionalidad.- Es un procedimiento llevado en forma de 
juicio en el que no hay contienda en sentido estricto, sino el análisis abstracto 
de una norma general cuya constitucionalidad se cuestiona en relación con 
cualquier dispositivo de la Constitución mexicana. Pueden presentarla el 
Procurador General de la República, el 33% de los integrantes del cuerpo 
legislativo que emitió la norma, los partidos políticos únicamente en contra de 
leyes electorales, así como la Comisión Nacional de Derechos Humanos y las 
comisiones estatales de derechos humanos, sólo respecto de las leyes y tratados 
internacionales que vulneren los derechos humanos consagrados en la 
Constitución. La acción de inconstitucionalidad debe interponerse dentro de los 
treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma que se 
combate. Las resoluciones de la Suprema Corte se limitan a declarar la invalidez 
de la norma impugnada, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de 
cuando menos ocho votos. Solamente la Suprema Corte de Justicia tiene 
competencia para conocer de las acciones de inconstitucionalidad. 
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● Amparo.- es el medio de control por el cual se solicita la protección de la 
justicia constitucional en contra de: una resolución judicial que pone fin al 
proceso, o bien un acto de autoridad o ley violatorios de los derechos 
reconocidos por la constitución. 
 

● Controversia constitucional.- Se trata de un proceso contencioso que 
 sostienen dos o más entidades, poderes u órganos del Estado, 
 fundamentalmente por invasión a sus esferas competenciales. El actor requiere 
 acreditar, además de la legitimación procesal, un interés legítimo (un principio 
 básico de afectación a su esfera jurídica). En general, las resoluciones dictadas 
 en estos asuntos tienen efectos entre las partes. Sin embargo, en algunos 
 supuestos, la resolución tendrá efectos erga omnes cuando hubiere sido 
 aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.2 Solamente la Suprema 
 Corte de Justicia tiene competencia para conocer de las controversias 
 constitucionales. 

 

Por otra parte, el control jurisdiccional de la Constitución en México es difuso. 
 En diciembre de 2011, el Tribunal Pleno publicó el siguiente criterio al respecto, 
 el cual se explica por sí solo: 

 
 CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
 CONSTITUCIONALIDAD.  
 

 De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
 Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus 
 competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos 
 contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los 
 instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la 
 interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la 
 doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. 
 constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
 Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el 
 diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de 
 convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el 
 que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro 
 país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 
 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a 
 preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados 
 internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en 
 cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general 
 sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los 

                                                        
2 El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de México se integra por once ministros. 
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 derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las 
 vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la 
 Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando 
 preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia.  
 

También en diciembre de 2011 se publicó la siguiente tesis aislada del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia: 
 

PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.  
 

La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en ningún momento supone 
la eliminación o el desconocimiento de la presunción de constitucionalidad de ellas, sino 
que, precisamente, parte de esta presunción al permitir hacer el contraste previo a su 
aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de 
convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes 
pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país 
-al igual que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden 
jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo 
tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpretación conforme en sentido 
estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los 
jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir 
aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir 
o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley cuando las 
alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los 
principios de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces 
al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos 
humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el 
Estado Mexicano es parte.  

 

Asimismo, en 2013, el Poder Judicial de la Federación estableció la siguiente 
jurisprudencia: 
 
 
 
 
 
 

 CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO. SUS PRESUPUESTOS 
 FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA. 
 

Aun cuando el control difuso de constitucionalidad —connotación que incluye el control de 
convencionalidad— que ejercen los órganos jurisdiccionales en la modalidad ex officio no 
está limitado a las manifestaciones o actos de las partes, pues se sustenta en el principio 
iura novit curia, ello no implica que deba ejercerse siempre, pues existen presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad y procedencia que deben tenerse en cuenta. La ley, 
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la jurisprudencia y la práctica muestran que algunos de esos presupuestos, que de no 
satisfacerse impedirán su ejercicio, de manera enunciativa son: a) que el juzgador tenga 
competencia legal para resolver el procedimiento o proceso en el que vaya a contrastar 
una norma; b) si es a petición de parte, que se proporcionen los elementos mínimos, es 
decir, debe señalarse con toda claridad cuál es el derecho humano o garantía que se estima 
infringido, la norma general a contrastar y el agravio que le produce, pues de otra forma, 
sin soslayar su carácter de conocedor del derecho, el juzgador no está obligado a 
emprender un estudio expreso oficioso de los derechos humanos o preceptos 
constitucionales o convencionales que se le transcriban, o que de manera genérica se 
invoquen como pertenecientes al sistema; c) debe existir aplicación expresa o implícita de 
la norma, aunque en ciertos casos también puede ejercitarse respecto de normas que, bien 
sea expresa o implícitamente, deban emplearse para resolver alguna cuestión del 
procedimiento en el que se actúa; d) la existencia de un perjuicio en quien solicita el control 
difuso, o bien irrogarlo a cualquiera de las partes cuando se realiza oficiosamente; e) 
inexistencia de cosa juzgada respecto del tema en el juicio, pues si el órgano jurisdiccional 
ya realizó el control difuso, estimando que la norma es constitucional, no puede realizarlo 
nuevamente, máxime si un juzgador superior ya se pronunció sobre el tema; f) inexistencia 
de jurisprudencia obligatoria sobre la constitucionalidad de la norma que emiten los 
órganos colegiados del Poder Judicial de la Federación, porque de existir, tal criterio debe 
respetarse, pues el control concentrado rige al control difuso y, g) inexistencia de criterios 
vinculantes respecto de la convencionalidad de la norma general, ya que conforme a las 
tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los emitidos por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos son vinculantes para los tribunales del Estado Mexicano. 

 

La siguiente tesis aislada fue emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
en 2011: 
 

SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO.  
 

Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de 
constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control 
de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. 
En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la 
Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias 
constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del 
resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que 
son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. 
Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este 
modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables 
en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que 
sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de 
inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que 
determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el 
orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del 
país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas 
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correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su 
protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad.  

 

12. ¿Contiene la Constitución normas que establezcan los estados de excepción? 
¿Qué obligaciones pone la Constitución a cargo de los poderes políticos para la 
protección de la Constitución en momentos de estados de excepción? ¿Están 
sujetas a control jurisdiccional las (o algunas) actuaciones del poder político 
durante el estado de excepción? Describa esas normas y discuta su naturaleza 
y alcance. 

 

Al respecto, el art. 29, reformado en junio de 2011, señala: 
 

“En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que 
ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarías de Estado y la 
Procuraduría General de la República y con la aprobación del Congreso de la Unión o de la 
Comisión Permanente cuando aquel no estuviere reunido, podrá restringir o suspender en 
todo el país o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen 
obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un 
tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la restricción o 
suspensión se contraiga a determinada persona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar 
hallándose el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que estime necesarias 
para que el Ejecutivo haga frente a la situación; pero si se verificase en tiempo de receso, 
se convocará de inmediato al Congreso para que las acuerde. 

 

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni suspenderse el ejercicio de los 
derechos a la no discriminación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, 
a la integridad personal, a la protección a la familia, al nombre, a la nacionalidad; los 
derechos de la niñez; los derechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y 
de profesar creencia religiosa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la 
prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la 
prohibición de la desaparición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos.  
 

La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías debe estar fundada y 
motivada en los términos establecidos por esta Constitución y ser proporcional al peligro 
a que se hace frente, observando en todo momento los principios de legalidad, 
racionalidad, proclamación, publicidad y no discriminación.  
 

Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías, 
bien sea por cumplirse el plazo o porque así lo decrete el Congreso, todas las medidas 
legales y administrativas adoptadas durante su vigencia quedarán sin efecto de forma 
inmediata. El Ejecutivo no podrá hacer observaciones al decreto mediante el cual el 
Congreso revoque la restricción o suspensión. 
  



13 

 

Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la restricción o suspensión, serán 
revisados de oficio e inmediatamente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
que deberá pronunciarse con la mayor prontitud sobre su constitucionalidad y validez. 

 
Preguntas jurisprudencia constitucional sobre los temas. 
 

1.  ¿Se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional acerca de la existencia de 
 leyes que complementen o desarrollen el texto constitucional? ¿Cuál es la 
 jerarquía atribuida por la jurisprudencia a estas leyes respeto de la 
 Constitución  y otras normas jurídicas? Señale algunas decisiones al respecto y 
 explique su  naturaleza y alcance. 
 

 El Pleno de la Suprema Corte de Justicia emitió, en 2007, el siguiente criterio al 
 respecto: 

 

 LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.  
 

 La lectura del precepto citado permite advertir la intención del Constituyente de 
 establecer un conjunto de disposiciones de observancia general que, en la medida en que 
 se encuentren apegadas a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos 
 Mexicanos, constituyan la "Ley Suprema de la Unión". En este sentido, debe entenderse 
 que las leyes del Congreso de la Unión a las que se refiere el artículo constitucional no 
 corresponden a las leyes federales, esto es, a aquellas que regulan las atribuciones 
 conferidas a determinados órganos con el objeto de trascender únicamente al ámbito 
 federal, sino que se trata de leyes generales que son aquellas que pueden incidir 
 válidamente en todos los órdenes jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano. Es 
 decir, las leyes generales corresponden a aquellas respecto a las cuales el Constituyente o 
 el Poder Revisor de la Constitución ha renunciado expresamente a su potestad 
 distribuidora de atribuciones entre las entidades políticas que integran el Estado 
 Mexicano, lo cual se traduce en una excepción al principio establecido por el artículo 124 
 constitucional. Además, estas leyes no son emitidas motu proprio por el Congreso de la 
 Unión, sino que tienen su origen en cláusulas constitucionales que obligan a éste a 
 dictarlas, de tal manera que una vez promulgadas y publicadas, deberán ser aplicadas por 
 las autoridades federales, locales, del Distrito Federal y municipales. 

  

Cabe mencionar que las leyes federales y las leyes generales siguen el mismo 
procedimiento para su adopción, es decir, no se estipula algún procedimiento 
agravado para la adopción de normas generales, que son a las que se refiere el 
criterio transcrito. 

 

2.   ¿Existen casos en que la jurisprudencia ha declarado el carácter vinculante de 
  normas constitucionales no escritas? De ser afirmativo, explique tales casos. 
 

  No.  
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3. ¿Ha reconocido la jurisprudencia constitucional que la Constitución puede ser 
 aplicada directamente por los tribunales? ¿En cuáles supuestos se ha 
 pronunciado al respecto? Explique e identifique algunos ejemplos en los que 
 se ha seguido una interpretación de las leyes conforme a la Constitución. 
 

  En diciembre de 2013 la Primera Sala estableció el siguiente criterio: 
 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. SU 
SIGNIFICADO Y ALCANCE. 
 

La expresión ex officio no significa que siempre y sin excepción, los jueces deban hacer 
obligatoriamente el control de constitucionalidad de los derechos contenidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en 
los que el Estado Mexicano sea parte; dicha expresión significa que ese tipo de control lo 
pueden hacer por virtud de su cargo de jueces, aun cuando: 1) no sean jueces de control 
constitucional; y, 2) no exista una solicitud expresa de las partes. En ese sentido, no debe 
pasarse por alto que el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
el expediente varios 912/2010 (cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en el caso Rosendo Radilla Pacheco), determinó que el control a 
cargo de los jueces del país que no formen parte del control concentrado, debía realizarse 
incidentalmente durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin 
necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Así, la expresión ex officio que se 
predica del control judicial significa que los juzgadores tienen la facultad de controlar las 
normas que van a aplicar de cara a la Constitución y a los tratados internacionales de los 
que México sea parte, por el simple hecho de ser jueces, pero no que "necesariamente" 
deban realizar dicho control en todos los casos, en cualquiera de sus tres pasos: 1) 
interpretación conforme en sentido amplio; 2) interpretación conforme en sentido estricto; 
y, 3) inaplicación; sino en aquellos en los que incidentalmente sea solicitado por las partes 
o adviertan que la norma amerita dicho control, sin hacer a un lado los presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad. En ese sentido, la propia Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha señalado que el control ex officio no necesariamente debe ejercerse 
siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y 
procedencia de ese tipo de acciones. Lo anterior supone que los jueces, en el ámbito de su 
competencia, antes de proceder al control ex officio en los tres pasos referidos, debieron 
resolver o despejar cualquier problema relacionado con presupuestos de procedencia o 
admisibilidad. 

 
 

  En diciembre de 2013, la Primera Sala emitió la siguiente tesis: 
 

INTERPRETACIÓN CONFORME. NATURALEZA Y ALCANCES A LA LUZ DEL PRINCIPIO PRO 
PERSONA. 
 

A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la supremacía 
normativa de la Constitución no se manifiesta sólo en su aptitud de servir como parámetro 
de validez de todas las demás normas jurídicas, sino también en la exigencia de que tales 
normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten de acuerdo con los preceptos 
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constitucionales; de forma que, en caso de que existan varias posibilidades de 
interpretación de la norma en cuestión, se elija aquella que mejor se ajuste a lo dispuesto 
en la Constitución. En otras palabras, esa supremacía intrínseca no sólo opera en el 
momento de la creación de las normas inconstitucionales, cuyo contenido ha de ser 
compatible con la Constitución en el momento de su aprobación, sino que se prologan, 
ahora como parámetro interpretativo, a la fase de aplicación de esas normas. A su eficacia 
normativa directa se añade su eficacia como marco de referencia o criterio dominante en 
la interpretación de las restantes normas. Este principio de interpretación conforme de 
todas las normas del ordenamiento a la Constitución, reiteradamente utilizado por esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, es una consecuencia elemental de la concepción 
del ordenamiento como una estructura coherente, como una unidad o contexto. Es 
importante advertir que esta regla interpretativa opera con carácter previo al juicio de 
invalidez. Es decir, que antes de considerar a una norma jurídica como constitucionalmente 
inválida, es necesario agotar todas las posibilidades de encontrar en ella un significado que 
la haga compatible con la Constitución y que le permita, por tanto, subsistir dentro del 
ordenamiento; de manera que sólo en el caso de que exista una clara incompatibilidad o 
una contradicción insalvable entre la norma ordinaria y la Constitución, procedería 
declararla inconstitucional. En esta lógica, el intérprete debe evitar en la medida de lo 
posible ese desenlace e interpretar las normas de tal modo que la contradicción no se 
produzca y la norma pueda salvarse. El juez ha de procurar, siempre que sea posible, huir 
del vacío que se produce cuando se niega validez a una norma y, en el caso concreto, de 
ser posibles varias interpretaciones, debe preferirse aquella que salve la aparente 
contradicción. La interpretación de las normas conforme a la Constitución se ha 
fundamentado tradicionalmente en el principio de conservación de ley, que se asienta a su 
vez en el principio de seguridad jurídica y en la legitimidad democrática del legislador. En 
el caso de la ley, fruto de la voluntad de los representantes democráticamente elegidos, el 
principio general de conservación de las normas se ve reforzado por una más intensa 
presunción de validez. Los tribunales, en el marco de sus competencias, sólo pueden 
declarar la inconstitucionalidad de una ley cuando no resulte posible una interpretación 
conforme con la Constitución. En cualquier caso, las normas son válidas mientras un 
tribunal no diga lo contrario. Asimismo, hoy en día, el principio de interpretación conforme 
de todas las normas del ordenamiento a la Constitución, se ve reforzado por el principio 
pro persona, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual obliga a maximizar la interpretación conforme en aquellos escenarios 
en los cuales, dicha interpretación permita la efectividad de los derechos fundamentales 
de las personas frente al vacío legislativo que puede provocar una declaración de 
inconstitucionalidad de la norma. 

 

4.  ¿Ha reconocido la jurisprudencia constitucional la existencia de un “bloque 
 de constitucionalidad”? ¿Cuáles principios, normas y fuentes integran el 
 bloque? Explique.  
 

 La Suprema Corte ha reconocido la existencia de un “parámetro de control de 
 regularidad constitucional” que se integra, en principio, por los derechos 
 humanos de fuente constitucional y de fuente internacional. 
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5.  ¿Se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional acerca del valor y 
 jerarquía jurídica de los convenios y tratados internacionales, especialmente 
 los relativos a derechos humanos? Explique tales supuestos. 
 

 Respecto al tema relativo al posicionamiento de las normas sobre derechos 
 humanos contenidos en tratados internacionales en relación con la 
 Constitución, el Máximo Tribunal, por mayoría de 10 votos, al resolver la 
 contradicción de tesis 293/2011 sostuvo que existe un reconocimiento en 
 conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados 
 internacionales de los cuales el Estado mexicano es parte.  
 

 Además, se estableció que de la interpretación literal, sistemática y originalista 
 del contenido de las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011, se 
 desprende que las normas de derechos humanos, independientemente de su 
 fuente, no se relacionan en términos jerárquicos. Sin embargo, cuando la 
 Constitución establezca una restricción expresa al ejercicio de los derechos 
 humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional. En este 
 sentido, los derechos humanos, con independencia de su fuente, constituyen el 
 parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe 
 analizarse la  validez de todas las normas y actos de autoridad que forman 
 parte del ordenamiento jurídico mexicano. 

 

Es decir, en la contradicción de tesis 293/2011, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación definió el criterio que debe prevalecer respecto del lugar constitucional 
de los tratados de derechos humanos de fuente internacional, dando así certeza 
a los juzgadores sobre la manera de ejecutar la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos. El Tribunal Pleno resolvió por mayoría de diez 
votos, que del artículo 1º constitucional se desprende un conjunto de normas de 
derechos humanos, de fuente tanto constitucional como convencional, que se 
rigen por principios interpretativos, entre los cuales no se distingue la fuente de 
la que derivan dichos derechos. 

 

La mayoría determinó que los derechos humanos de fuente internacional a partir 
de la reforma al artículo 1° constitucional tienen la misma eficacia normativa que 
los previstos en la Constitución, es decir, se les reconoce el mismo rango 
constitucional. 
 

De esta manera, se interpretó que la reforma en materia de derechos humanos, 
amplía el catálogo constitucional de los mismos, pues permite armonizar a través 
del principio pro persona, las normas nacionales y las internacionales 
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garantizando así la protección más amplia a la persona. 
También se determinó que cuando haya una restricción expresa en la 
Constitución al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica 
la norma constitucional. 
De esta manera la decisión de la Suprema Corte otorga las herramientas a los 
juzgadores para implementar, en toda su amplitud, la reforma constitucional en 
materia de derechos humanos. Esto detona la construcción por parte de los 
juzgadores de los criterios propios de la décima época jurisprudencial. 

 

6. ¿Se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional acerca del carácter 
 vinculante de las decisiones de los órganos supranacionales en materia de 
 derechos humanos? ¿Cuál es el valor jurídico asignado a las decisiones de 
 estos  órganos? Explique. 
 

En cuanto al tema relativo al valor de la jurisprudencia emitida por la Corte IDH, 
el Tribunal Pleno determinó por mayoría de 6 votos, que la jurisprudencia 
emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos es vinculante para 
los todos los órganos jurisdiccionales, siempre que dicho precedente favorezca 
en mayor medida a las personas. 

 

Así, los criterios jurisprudenciales de la Corte IDH resultan obligatorios para los 
jueces mexicanos, con independencia de que el Estado mexicano haya sido parte 
en el litigio ante dicho tribunal, pues constituyen una extensión de los tratados 
internacionales que interpreta, toda vez que en dichos criterios se determina el 
contenido de los derechos humanos previstos en ellos. Esta determinación 
también implica el fortalecimiento de la reforma en materia de derechos 
humanos al ampliar el catálogo constitucional de derechos humanos. 
 

Es importante mencionar que en cumplimiento de este mandato, los juzgadores 
deben atender a lo siguiente:  

 

1. Cuando el criterio se haya emitido en un caso en el que el Estado mexicano 
 haya sido parte, la aplicabilidad del precedente al caso específico debe 
 determinarse con base en la verificación de la existencia de las mismas 
 razones que motivaron el pronunciamiento;  
 

2. En todos los casos en que sea posible, debe armonizarse la jurisprudencia 
 interamericana con la nacional; y  
 

3. De ser imposible la armonización, debe aplicarse el criterio que resulte más 
 favorecedor para la protección de los derechos humanos de las personas. 
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7.  ¿Cuáles son los criterios predominantes de interpretación que la 
 jurisprudencia constitucional ha sostenido para la declaratoria de nulidad de 
 leyes u otros actos públicos que contradicen los preceptos constitucionales? 
 Explique. 
 

 En 2007, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la 
 siguiente jurisprudencia: 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SUPUESTO EN EL QUE SE JUSTIFICA LA 
DECLARATORIA DE INVALIDEZ Y CONSECUENTE EXPULSIÓN DE TODO EL SISTEMA 
NORMATIVO IMPUGNADO, Y NO SÓLO DE LAS PORCIONES NORMATIVAS 
DIRECTAMENTE AFECTADAS DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
 

Si bien es cierto que el principio federal de división de poderes y de certeza jurídica 
fundamentan que la regla general en la determinación de los efectos de las sentencias 
estimatorias consista en expulsar únicamente las porciones normativas que el Tribunal 
determina inconstitucionales a fin de afectar lo menos posible el cuerpo normativo 
cuestionado; sin embargo, existen ocasiones en que se justifica establecer una declaratoria 
de inconstitucionalidad de mayor amplitud, lo que puede suceder en el supuesto de que 
las normas impugnadas conformen un sistema normativo integral, en el que cada parte 
encuentra una unión lógica indisoluble con el conjunto, puesto que, en tal caso, es posible 
que la expulsión de una sola de las porciones relevantes del sistema termine por 
desconfigurarlo de manera terminante o de rediseñarlo, creándose uno nuevo por propia 
autoridad jurisdiccional, lo que implicaría una mayor intervención del Tribunal en la lógica 
del ordenamiento jurídico controvertido, generando el riesgo de intersección de las 
facultades del Tribunal Constitucional con las que corresponden exclusivamente a otros 
poderes públicos. 

 

Asimismo, en enero de 2014, se publicó la siguiente tesis del Tribunal Pleno: 
 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. CUANDO EN ESA VÍA SE DECLARA LA INVALIDEZ DE 
DISPOSICIONES GENERALES APLICABLES EN MATERIA PENAL RESULTA NECESARIO 
PRONUNCIARSE SOBRE LOS EFECTOS DE LA DECLARATORIA RESPECTIVA EN RELACIÓN 
CON LAS ATRIBUCIONES QUE HAYAN EJERCIDO LAS AUTORIDADES COMPETENTES AL 
APLICAR LA NORMATIVA CORRESPONDIENTE. 
 

Tomando en cuenta que en términos de lo previsto en el párrafo segundo del artículo 45 
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las declaraciones de invalidez que se refieren a 
disposiciones generales aplicables en materia penal tendrán efectos retroactivos conforme 
a los principios y disposiciones legales aplicables en esa materia, aunado a que en la 
fracción IV del artículo 41 de ese ordenamiento se establece que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación debe fijar los órganos obligados a cumplir con una sentencia dictada 
en una acción de inconstitucionalidad y todos aquellos elementos necesarios para su plena 
eficacia, debe concluirse que cuando en una acción de inconstitucionalidad se declara la 
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invalidez de disposiciones generales aplicables en materia penal resulta necesario 
pronunciarse sobre los efectos de la declaratoria de invalidez respectiva en relación con las 
atribuciones que hayan ejercido las autoridades competentes al aplicar la normativa 
correspondiente. 

 

 Por otra parte, la jurisprudencia no se ha pronunciado sobre la nueva figura de 
 la declaratoria general de inconstitucionalidad. Sin embargo, se transcriben a 
 continuación las normas que desde 2013 regulan esa figura y que se 
 encuentran en la nueva Ley de Amparo. 
 

Artículo 231. Cuando las salas o el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
los juicios de amparo indirecto en revisión, resuelvan la inconstitucionalidad de una norma 
general por segunda ocasión consecutiva, en una o en distintas sesiones, el presidente de 
la sala respectiva o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad 
emisora de la norma.  
Lo dispuesto en el presente Capítulo no será aplicable a normas en materia tributaria.  
Artículo 232. Cuando el pleno o las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
los juicios de amparo indirecto en revisión, establezcan jurisprudencia por reiteración, en la 
cual se determine la inconstitucionalidad de la misma norma general, se procederá a la 
notificación a que se refiere el tercer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Una vez que se hubiere notificado al órgano emisor de la norma y transcurrido el plazo de 
90 días naturales sin que se modifique o derogue la norma declarada inconstitucional, el 
pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá la declaratoria general de 
inconstitucionalidad correspondiente siempre que hubiera sido aprobada por mayoría de 
cuando menos ocho votos.  
Cuando el órgano emisor de la norma sea el órgano legislativo federal o local, el plazo 
referido en el párrafo anterior se computará dentro de los días útiles de los periodos 
ordinarios de sesiones determinados en la Constitución Federal, en el Estatuto de Gobierno 
del Distrito Federal, o en la Constitución Local, según corresponda. 
Artículo 233. Los plenos de circuito, conforme a los acuerdos generales que emita la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrán solicitar a ésta, por mayoría de sus 
integrantes, que inicie el procedimiento de declaratoria general de inconstitucionalidad 
cuando dentro de su circuito se haya emitido jurisprudencia derivada de amparos indirectos 
en revisión en la que se declare la inconstitucionalidad de una norma general.  
Artículo 234. La declaratoria en ningún caso podrá modificar el sentido de la jurisprudencia 
que le da origen, será obligatoria, tendrá efectos generales y establecerá:  
I. La fecha a partir de la cual surtirá sus efectos; y 
II. Los alcances y las condiciones de la declaratoria de inconstitucionalidad.  
Los efectos de estas declaratorias no serán retroactivos salvo en materia penal, en términos 
del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.  
Artículo 235. La declaratoria general de inconstitucionalidad se remitirá al Diario Oficial de 
la Federación y al órgano oficial en el que se hubiera publicado la norma declarada 
inconstitucional para su publicación dentro del plazo de siete días hábiles. 
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8.  ¿Puede ser exigido a los particulares el cumplimiento de los mandatos 
 constitucionales? ¿En cuáles supuestos la jurisprudencia ha considerado 
 válida  dicha exigencia, especialmente en lo que respecta a los derechos 
 fundamentales de terceros? 
 

 La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, estableció en 2012 la siguiente 
 jurisprudencia: 
 

DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES. 
 

La formulación clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente 
frente al poder público, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones a 
dichos derechos por parte de los actos de particulares. En este sentido, resulta innegable 
que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, y 
que conforman posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible 
violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil. La Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita 
afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares; sin embargo, 
esto no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta 
cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de 
aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento 
dentro del sistema jurídico. Así, resulta indispensable examinar, en primer término, las 
funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico. A juicio 
de esta Primera Sala, los derechos fundamentales previstos en la Constitución gozan de 
una doble cualidad, ya que si por un lado se configuran como derechos públicos subjetivos 
(función subjetiva), por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o 
permean todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre 
particulares (función objetiva). En un sistema jurídico como el nuestro -en el que las normas 
constitucionales conforman la ley suprema de la Unión-, los derechos fundamentales 
ocupan una posición central e indiscutible como contenido mínimo de todas las relaciones 
jurídicas que se suceden en el ordenamiento. En esta lógica, la doble función que los 
derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento y la estructura de ciertos 
derechos, constituyen la base que permite afirmar su incidencia en las relaciones entre 
particulares. Sin embargo, es importante resaltar que la vigencia de los derechos 
fundamentales en las relaciones entre particulares, no se puede sostener de forma 
hegemónica y totalizadora sobre todas y cada una de las relaciones que se suceden de 
conformidad con el derecho privado, en virtud de que en estas relaciones, a diferencia de 
las que se entablan frente al Estado, normalmente encontramos a otro titular de derechos, 
lo que provoca una colisión de los mismos y la necesaria ponderación por parte del 
intérprete. Así, la tarea fundamental del intérprete consiste en analizar, de manera 
singular, las relaciones jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven encontrados 
con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos; al mismo tiempo, la 
estructura y contenido de cada derecho permitirá determinar qué derechos son sólo 
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oponibles frente al Estado y qué otros derechos gozan de la pretendida 
multidireccionalidad. 

 

 Asimismo, la Primera Sala emitió la siguiente tesis, la cual se publicó en febrero 
 de 2013: 
 

 DERECHOS FUNDAMENTALES CONTENIDOS EN TRATADOS INTERNACIONALES. GOZAN 
 DE EFICACIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES. 
 

 Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los 
 derechos fundamentales gozan de vigencia en las relaciones entre particulares. No 
 obstante, tal doctrina no deriva de un análisis de los actos del Estado en virtud de los 
 cuales tales derechos son parte del sistema jurídico. Por ello, resulta claro que los 
 derechos fundamentales, ya sea que provengan de fuente constitucional o internacional, 
 gozan de plena eficacia jurídica, incluso en las relaciones entre particulares, pues la 
 exigibilidad deriva del contenido del derecho y no de la forma en que el mismo se 
 incorpora al sistema jurídico. Así, el hecho de que el Estado mexicano sea quien celebra 
 los tratados internacionales, solamente representa el acto por medio del cual los 
 derechos fundamentales contenidos en los mismos son incorporados al orden jurídico 
 nacional, pero una vez que forman parte del mismo, su naturaleza es la misma que 
 aquellos de fuente constitucional, tal y como lo preceptúa el artículo 1o. de nuestra 
 norma fundamental. 

 

 En enero de 2013, se publicó en el Semanario Judicial de la Federación la 
 siguiente tesis aislada emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
 Justicia: 
 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y DE NO DISCRIMINACIÓN. GOZAN DE 
EFICACIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES. 
 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que los 
derechos fundamentales gozan de plena eficacia, incluso en las relaciones jurídico-
privadas. Asimismo, ha determinado que esta vigencia no puede sostenerse de forma 
hegemónica y totalizadora en todas las relaciones que se suceden de conformidad con el 
derecho privado, ante lo cual, el intérprete de la norma debe analizar las relaciones 
jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven confrontados con otros bienes o 
derechos constitucionalmente protegidos, a efecto de determinar cuáles derechos son sólo 
oponibles frente al Estado y cuáles otros gozan de la referida multidireccionalidad. En 
consecuencia, del análisis del contenido y estructura de los derechos fundamentales de 
igualdad y de no discriminación, se desprende que los mismos son vinculantes no sólo 
frente a los órganos del Estado, sino que adicionalmente, poseen eficacia jurídica en ciertas 
relaciones entre particulares. Tal situación no sólo reafirma la naturaleza normativa de la 
Constitución, sino que también justifica la introducción de tales derechos fundamentales 
en ámbitos de relaciones privadas. Por ello, en los asuntos de su conocimiento, los 
tribunales deben atender a la influencia de los valores que subyacen en los principios de 
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igualdad y de no discriminación, fungiendo como un vínculo entre la Constitución y los 
particulares al momento en que resuelven un caso concreto. 

 

9.  ¿Cuál han sido los criterios —si es que existen— establecidos por la 
 jurisprudencia constitucional respecto del control jurisdiccional de reformas 
 constitucionales? 
 

 En diciembre de 2009, el Pleno emitió la siguiente tesis aislada: 
 

PODER REFORMADOR DE LA CONSTITUCIÓN. EL PROCEDIMIENTO REFORMATORIO 
RELATIVO EMANADO DE ESTE ÓRGANO CON FACULTADES LIMITADAS, ES SUSCEPTIBLE 
DE CONTROL CONSTITUCIONAL. 
 

No puede identificarse al Poder Reformador de la Constitución con el Poder Constituyente, 
debido a que la propia Norma Fundamental establece ciertos límites al primero, los cuales 
deben cumplirse para respetar el principio jurídico de supremacía constitucional, pues de 
lo contrario se daría prevalencia únicamente al principio político de soberanía popular -los 
mencionados principios deben coexistir siempre que se asocien adecuadamente con los 
momentos históricos y con el tipo de ejercicio que se trate-. El Poder Constituyente, 
soberano, ilimitado, no puede quedar encerrado dentro del ordenamiento constitucional. 
La historia ha demostrado que todos los intentos de organización jurídica del Poder 
Constituyente, en el mejor de los casos, han servido sólo para privar al pueblo de sus 
facultades soberanas, a favor de otras instancias u otros órganos estatales. Se considera 
que ese poder ilimitado se ejerce, de acuerdo con su propia naturaleza, como fuerza 
externa al sistema, por lo que siempre y en todo momento podrá reformar a la Constitución 
existente o establecer una nueva, pero su actuación no podrá explicarse en términos 
jurídicos, sino por las vías de hecho, esto es, mediante un proceso revolucionario. En 
cambio, ningún poder constituido puede extraerse de la órbita en que la Constitución sitúa 
su esfera de competencias; por ello es que resulta inaceptable la pretensión de convertir 
al Poder Constituyente en el Poder Reformador -ordenado y regulado en la Constitución- 
como la aspiración contraria de hacer del Poder de Revisión un auténtico y soberano Poder 
Constituyente. El Poder Reformador es un órgano regulado y ordenado en el texto 
constitucional, pues es en él donde se basa su competencia. Aun cuando se acepte que la 
competencia para reformar la Constitución no es una competencia normal, sino una 
facultad extraordinaria o, si se quiere, una "competencia de competencias", ello no implica 
que se identifique, sin más, la facultad extraordinaria con el Poder Soberano. Claramente 
se trata de conceptos que no son idénticos, pues el Poder de Revisión nunca podrá tener 
otro fundamento que no sea la propia Constitución; de manera contraria, el Poder 
Constituyente, como poder soberano, es previo e independiente del ordenamiento. En 
consecuencia, es claro que solamente considerando al Poder Reformador como un poder 
constituido y limitado, la estructura de la organización constitucional democrática 
mantiene su coherencia y cobra sentido el principio jurídico de supremacía constitucional, 
ya que así ningún poder organizado y regulado por la Constitución puede ubicarse encima 
de ella. Sólo de este modo puede hablarse propiamente de una capacidad de la norma 
fundamental para controlar sus propios procesos de transformación. Con ello, la 
Constitución se presenta como auténtica lex superior y la reforma constitucional puede 
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interpretarse como una verdadera operación jurídica. De todo lo anterior se concluye que 
si el Poder Reformador es un órgano complejo limitado y sujeto necesariamente a las 
normas de competencia establecidas en el texto constitucional, entonces es jurídica y 
constitucionalmente posible admitir que un Estado Constitucional debe prever medios de 
control sobre aquellos actos reformatorios que se aparten de las reglas constitucionales. 
Es decir, derivado de una interpretación del artículo 135 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, cabe la posibilidad de ejercer medios de control constitucional 
contra la eventual actuación violatoria de las normas del procedimiento reformatorio. 

 

10. ¿En cuáles supuestos —si existen— se ha aplicado la Constitución en la 
 frontera o fuera del territorio del Estado? 
 

 No existen. 
 

11. ¿Cuáles han sido los problemas prácticos más notables y recurrentes 
 encontrados al momento de asegurar la garantía jurisdiccional de la 
 Constitución? 
 

En 2013, el ingreso y egreso de los incidentes de inejecución de sentencia 
ascendieron a una tercera parte del total del movimiento estadístico de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, representando el 27% de su ingreso total 
y el 35.89% de su egreso. A la fecha de corte, se registró un movimiento de 1,768 
incidentes de inejecución ingresados y 2,604 egresados, de los cuales, la Primera 
Sala resolvió 1,054 incidentes, la Segunda Sala 1,489 y el Pleno 61. 
 

De las cifras mencionadas se observa que, no obstante lo establecido en el artículo 
107, fracción XVI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
incumplimiento de las sentencias por parte de las autoridades responsables es 
altísimo. Por ello, con el objeto de tutelar el derecho garantizado en el artículo 17 
constitucional y agilizar el cumplimiento de las sentencias de amparo que tienen 
como consecuencia el pago o la devolución de recursos a los quejosos, el año 
pasado, el Pleno de la Suprema Corte fijó un plazo de diez días hábiles para el 
cumplimiento del fallo protector. 
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